STEDH Estrasburgo (Sección 3ª) de 24 junio 2004

TEDH 2004\45

Jurisdicción: Protección Europea de Derechos Humanos

Demanda núm. 59320/2000.

Asunto Von Hannover contra Alemania

DERECHO AL RESPETO DE LA VIDA PRIVADA Y FAMILIAR: Vida privada y familiar: significado jurídico: esfera de la vida privada: zona de interacción entre el individuo y los demás incluso en un contexto público; Injerencias de los poderes públicos: publicación de fotografías que muestran a la princesa Carolina de Mónaco sola o con otras personas en su vida cotidiana: miembro de la familia reinante que no ejerce ninguna función en el seno del Estado monegasco: las fotos y artículos hacen referencia a detalles de su vida privada y no contribuyen a ningún debate de interés general para la sociedad, pese a la notoriedad de la demandante: estricta interpretación de la libertad de expresión: ausencia de protección efectiva por parte de los tribunales alemanes: violación existente.

Demanda de la Princesa Carolina de Mónaco contra la República Federal de Alemania presentada ante el Tribunal el 06-06-2000 por vulneración de su derecho al respeto de su vida privada y familiar por la falta de protección de los tribunales alemanes tras la publicación de unas fotografías que mostraban detalles de su vida cotidiana. Violación del art. 8 del Convenio: existencia: estimación de la demanda.

“(…) La demandante alega que las resoluciones de los tribunales alemanes vulneraron su derecho al respeto de su vida privada y familiar, garantizado en el artículo 8 del Convenio (RCL 1999, 1190 y 1572), que dispone:

«1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia.

2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho, sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la Ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás». (…)”
“(…) El Tribunal recuerda que la noción de vida privada comprende elementos que hacen referencia a la identidad de una persona tales como el nombre (Sentencia Burghartz contra Suiza de 22 febrero 1994 [TEDH 1994, 9], serie A núm. 280-B, pg. 28, ap. 24) o su derecho a la imagen [Schüssel contra Austria (dec), núm. 42409/1998, 21.02.2002].

Además, la esfera de la vida privada, tal como la concibe el Tribunal, cubre la integridad física y moral de una persona; la garantía que ofrece el artículo 8 del Convenio está destinada principalmente a asegurar el desarrollo, sin injerencias externas, de la personalidad de cada individuo en la relación con sus semejantes (ver, «mutatis mutandis» Sentencias Niemietz contra Alemania de 16 diciembre 1992 [TEDH 1992, 77], serie A núm. 251-B, pg. 33, ap. 29 y Botta contra Italia de 24 febrero 1998 [TEDH 1998, 60], Repertorio de sentencias y resoluciones 1998-I, pg. 422, ap. 32). Existe por tanto una zona de interacción entre el individuo y los demás que, incluso en un contexto público, puede concernir a la «vida privada» (ver, «mutatis mutandis», PG y JH contra Reino Unido, núm. 44787/1998 [TEDH 2001, 552], ap. 56, TEDH 2000-IX, y Peck contra Reino Unido, núm. 44647/1998, ap. 57, TEDH 2003-I).

El Tribunal ha señalado igualmente que, en ciertas circunstancias, una persona dispone de una «esperanza legítima» de protección y de respeto de su vida privada. De esta forma, consideró en un asunto sobre la interceptación de comunicaciones telefónicas provenientes de locales profesionales, que la demandante «podía legítimamente creer en el carácter privado de dicho tipo de llamadas» (Sentencia Halford contra Reino Unido de 25 junio 1997 [TEDH 1997, 37], Repertorio 1997-III, pg. 1016, ap. 45).

En el caso de fotografías, la Comisión, para determinar el alcance de la protección que otorga el artículo 8 contra una injerencia arbitraria de las autoridades públicas, examinó si eran referentes a un ámbito privado o a incidentes públicos, y si los elementos así obtenidos estaban destinados a un uso limitado o podían ser accesibles al público en general (ver, «mutatis mutandis», Sentencia Friedl contra Austria de 31 enero 1995 [TEDH 1995, 4], serie A núm. 305-B, acuerdo amistoso, Dictamen de la Comisión, pg. 21, aps. 49-52, PG y JH anteriormente citada, ap. 58, y Peck, previamente citada, ap. 61).

En el presente caso, no hay duda de que la publicación por distintas revistas alemanas de fotografías que muestran a la demandante sola o con otras personas en su vida cotidiana concernía a su vida privada (…)”
“(…) En este caso, la demandante no se queja de un acto del Estado, sino de la falta de protección suficiente de su vida privada y de su propia imagen por parte de éste.

Ahora bien, el Tribunal reitera que si el artículo 8 tiene esencialmente como finalidad prevenir al individuo contra las injerencias arbitrarias de los poderes públicos, no se contenta con exigir al Estado que se abstenga de tales injerencias: a este compromiso negativo pueden añadirse unas obligaciones positivas inherentes al respeto efectivo de la vida privada o familiar. Pueden requerir la adopción de medidas tendentes al respeto de la vida privada incluso en las relaciones entre individuos (ver, «mutatis mutandis», Sentencias X e Y contra Países Bajos de 26 marzo 1985 [TEDH 1985, 4], serie A núm. 91, pg. 11, ap. 23, y Stjerna contra Finlandia de 25 noviembre 1994 [TEDH 1994, 45], serie A núm. 299-B, pg. 61, ap. 38, y Verliere contra Suiza [dec], núm. 41953/1998, 28.06.2001). Ello es válido igualmente para la protección del derecho a la imagen contra los abusos por parte de terceras personas (ver Schüssel, anteriormente citada).

La frontera entre las obligaciones positivas y negativas del Estado en virtud del artículo 8 no se presta a una definición precisa; los principios aplicables no son, sin embargo, comparables. Concretamente, en ambos casos, hay que tener en cuenta el equilibrio justo a mantener entre el interés general y los intereses del individuo, gozando el Estado en cualquier hipótesis de un margen de apreciación (ver, entre numerosos precedentes, Sentencias Keegan contra Irlanda de 26 mayo 1994 [TEDH 1994, 21], serie A núm. 290, pg. 19, ap. 49 y Botta [TEDH 1994, 21], anteriormente citada, pg. 427, ap. 33).

Esta protección de la vida privada debe sopesarse con la libertad de expresión garantizada en el artículo 10 del Convenio (RCL 1999, 1190 y 1572).

En este contexto, el Tribunal recuerda que la libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esenciales en una sociedad democrática y una de las condiciones primordiales para su progreso y el desarrollo de cada uno. Sin perjuicio del apartado 2, es válida no solamente para las «informaciones» o «ideas» acogidas favorablemente o consideradas inofensivas o indiferentes, sino también para aquellas que se chocan, ofenden o inquietan. Así lo quieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura sin los que no existe «sociedad democrática». (Sentencia Handyside contra Reino Unido de 7 diciembre 1976 [TEDH 1976, 6], serie A núm. 24, pg. 23, ap. 49).

A este respecto, la prensa juega un papel esencial en una sociedad democrática: aunque no debe traspasar ciertos límites, referentes concretamente a la protección de la reputación y a los derechos de los demás, sí le corresponde, sin embargo, comunicar dentro del respeto de sus deberes y responsabilidades, informaciones e ideas sobre todas las cuestiones de interés general (ver, entre numerosos precedentes, Sentencia Observer y Guardian contra Reino Unido de 26 noviembre 1991 [TEDH 1991, 51], serie A núm. 216, pgs. 29-30, ap. 59 y Bladet Tromso y Stensaas contra Noruega [GS] núm. 21980/1993, ap. 59, TEDH 1999-III), serie A núm. 239, pg. 28, ap. 63; Bladet Tromso y Stensaas contra Noruega [GS], núm. 21980/1993 [TEDH 1999, 22], ap. 62, TEDH 1999-III). La libertad de prensa comprende también el posible recurso a cierta dosis de exageración, o incluso de provocación [Sentencias Prager y Oberschlick contra Austria de 26 abril 1995, serie A núm. 313, pg. 19, ap. 38; Tammer contra Estonia de 6 febrero 2001, núm. 41205/1998 [TEDH 2001, 81], aps. 59-63 y Prisma Presse contra Francia (dec), núms. 66910/2001 y 71612/2001, 01.07.03].

Si la libertad de expresión se extiende también a la publicación de fotografías, éste es un ámbito no obstante en el que la protección de la reputación y de los derechos ajenos reviste una importancia particular. En este caso, se trata de la difusión no de «ideas», sino de imágenes que contienen «informaciones» muy personales, incluso íntimas, sobre un individuo. Además, las fotografías publicadas en la prensa sensacionalista son tomadas a menudo en un clima de acoso continuo, que implica para la persona en cuestión un fuerte sentimiento de intrusión en su vida privada e incluso de persecución.

En los asuntos relativos al equilibrio entre la protección de la vida privada y la libertad de expresión que ha conocido el Tribunal, siempre ha puesto el acento en la contribución de la publicación de fotografías o artículos en la prensa al debate de interés general (ver, recientemente, Tammer anteriormente citada, ap. 59 y siguientes, News Verlags GMBH & CoKG contra Austria, núm. 31457/1996 [TEDH 2000, 2], ap. 52 y siguientes, TEDH 2000-I, y Krone Verlags GMBH & CoKG contra Austria, núm. 34315/1996 [JUR 2002, 75689], ap. 33 y siguientes, 26.02.2002). De esta forma, el Tribunal consideró, en un caso concreto, que el empleo de ciertos términos para calificar la vida privada de una persona no «se justificaba por el interés del público» y que dichas expresiones «no trataban sobre una cuestión de importancia general» (Tammer [TEDH 2001, 81] previamente citada, ap. 68), antes de concluir con la no violación del artículo 10. En otro caso, por el contrario, el Tribunal concedió una importancia particular al hecho de que la materia tratada constituyera un tema de actualidad de «sumo interés para el público» y que las fotos publicadas «no se referían a detalles de la vida privada» de la persona en cuestión (Krone Verlag previamente citada, ap. 37), antes de constatar la violación del artículo 10. Asimismo, en un caso reciente sobre la publicación por el antiguo médico personal del Presidente Mitterrand de un libro que incluía revelaciones sobre el estado de salud de este último, el Tribunal consideró que cuanto más tiempo pasaba, el interés del Público sobre el debate vinculado a la historia de los dos mandatos del Presidente Mitterrand superaba los imperativos de la protección de los derechos de éste en virtud del secreto médico (Plon [Société] contra Francia, núm. 58148/2000, ap. 53, 18 mayo 2004 [TEDH 2004, 36]), antes de concluir con la violación del artículo 10 (…)”

“(…) El Tribunal señala, ante todo, que en este caso las fotografías de la demandante publicadas en las distintas revistas alemanas le representan en escenas de su vida cotidiana, en actividades por tanto de carácter puramente privado, haciendo deporte, paseándose, saliendo de un restaurante o de vacaciones. Dichas fotos, en las que la demandante aparece tanto sola como acompañada, ilustran una serie de artículos de títulos tan anodinos como «Sencilla felicidad», «Caroline... una mujer vuelve a la vida», «Con la princesa Caroline en París» o «El beso. O: ahora ya no se esconden...» (apartados 11-17 supra).

El Tribunal señala seguidamente que la demandante, como miembro de la familia principesca de Mónaco, desempeña un papel de representación en ciertas manifestaciones culturales o benéficas. Sin embargo, no ejerce ninguna función en el seno o por cuenta del Estado monegasco o de una de sus instituciones (apartado 8 supra).

Ahora bien, el Tribunal considera que conviene efectuar una distinción fundamental entre un reportaje que relata unos hechos, incluso controvertidos, que pueden contribuir a un debate en una sociedad democrática, referentes a personalidades políticas, en el ejercicio de sus funciones oficiales por ejemplo, y un reportaje sobre los detalles de la vida privada de una persona que, además, como en este caso, no desempeña dichas funciones. Si en el primer caso la prensa juega su rol esencial de «perro guardián» en una democracia contribuyendo a «comunicar ideas e informaciones sobre cuestiones de interés público» (Observer y Guardian [TEDH 1991, 51] anteriormente citada, «ibidem»), no sucede lo mismo en el segundo.

Asimismo, aunque existe un derecho del público a ser informado, derecho esencial en una sociedad democrática que, en circunstancias concretas, puede incluso referirse a aspectos de la vida privada de personas públicas, concretamente cuando se trata de personalidades de la política (Plon [Société] [TEDH 2004, 36] anteriormente citada, ibidem), este no es el caso que nos ocupa: en efecto, se situaría fuera de la esfera de cualquier debate político o público, ya que las fotos publicadas y los comentarios que las acompañaban hacían referencia exclusivamente a detalles de la vida privada de la demandante.

Como en otros asuntos similares que ha debido conocer, el Tribunal considera, por tanto, que en este caso la publicación de las fotografías y de los artículos en litigio, cuyo único fin era el de satisfacer la curiosidad de cierto público sobre los detalles de la vida privada de la demandante, no puede considerarse que contribuya a ningún debate de interés general para la sociedad, pese a la notoriedad de la demandante [ver, «mutatis mutandis», Jaime Campmany y Díez de Revenga y Juan Luis López-Galiacho Perona contra España (dec) (TEDH 2003, 52), núm. 54224/2000, 12.12.2000, Julio Bou Gibert y El Hogar y La Moda JA contra España (dec), núm. 14929/2002, 13.05.2003, y Prisma Press. anteriormente citadas].

En estas condiciones, la libertad de expresión requiere una interpretación menos amplia (ver Prisma Presse anteriormente citada, y, a contrario, Krone Verlag [JUR 2002, 75689], previamente citada, ap. 37).

A este respecto, el Tribunal tiene igualmente en cuenta la Resolución de la Asamblea parlamentaria del Consejo de Europa sobre la protección del derecho a la vida privada que señala «la interpretación unilateral del derecho a la libertad de expresión» por ciertos medios de comunicación, en la medida en que tratan de justificar las violaciones del derecho inscrito en el artículo 8 del Convenio (RCL 1999, 1190 y 1572) considerando que «sus lectores tendrían derecho a saberlo todo sobre las personas públicas» (apartado 42 supra, y Prisma Presse anteriormente citada).
Asimismo, existe otra cuestión importante en opinión del Tribunal: incluso si la presente demanda no trata «stricto sensu» sino sobre la publicación de las fotografías y de los artículos en litigio por distintas revistas alemanas, no es posible abstraerse totalmente del contexto en el que se tomaron dichas fotos, sin que lo supiera la demandante y sin su consentimiento, y del acoso que padecen numerosas personalidades públicas en su vida cotidiana (apartado 59 supra).

En el presente caso, las fotos tomadas en el «Beach Club» de Montecarlo ilustran esta cuestión de forma particularmente evidente, cuando la demandante tropieza con un obstáculo y cae al suelo (apartado 17 supra). Parece en efecto que estas fotos se tomaron clandestinamente, a una distancia de varios cientos de metros, probablemente desde un edificio cercano, cuando el acceso de periodistas y fotógrafos a dicho club estaba estrictamente reglamentado (apartado 33 supra) (…)”
“(…) Ahora bien, el Tribunal encuentra dificultades en seguir la interpretación por los tribunales internos del artículo 23.1 de la Ley de derechos de autor en el ámbito artístico, que consiste en calificar a una persona como tal de personalidad «absoluta» de la historia contemporánea. Implicando una protección muy limitada de la vida privada y del derecho a la imagen, dicha calificación puede comprenderse para las personalidades de la vida política que desempeñan funciones oficiales. Sin embargo, no puede justificarse para una persona «privada» como la demandante, para la que el interés del gran público y de la prensa se basa únicamente en su pertenencia a una familia reinante, cuando ella misma no desempeña funciones oficiales.
De todas formas, en estas condiciones, parece imponerse en opinión del Tribunal una interpretación restrictiva de dicha Ley al objeto de que el Estado cumpla con su obligación positiva de proteger la vida privada y el derecho a la imagen en virtud del Convenio (RCL 1999, 1190 y 1572).

Por último, la distinción efectuada entre personalidades «absolutas» y personalidades «relativas» de la historia contemporánea debe ser clara y evidente, al objeto de que, en un Estado de derecho, el individuo disponga de indicaciones precisas en cuanto al comportamiento a adoptar; sobre todo, es necesario que sepa exactamente cuándo y dónde se encuentra en una esfera protegida o, por el contrario, en una esfera en la que debe esperarse una injerencia por parte de otro y sobre todo de la prensa sensacionalista.

El Tribunal considera, por tanto, que los criterios admitidos en este caso por los tribunales internos no eran suficientes para asegurar una protección efectiva de la vida privada de la demandante: en efecto, como personalidad «absoluta» de la historia contemporánea, ésta no puede aprovecharse en nombre de la libertad de prensa y del interés del público de una protección de su vida privada a menos que se encuentre en un lugar aislado, al abrigo de la gente y si, además, consigue probarlo, lo que puede resultar difícil. Si faltan estos elementos, deberá aceptar ser fotografiada en casi todo momento, de forma sistemática, y que dichas fotos sean posteriormente ampliamente difundidas, incluso si, como sucedió en este caso, las fotos y los artículos que las acompañaban hicieran referencia a detalles de su vida privada.

En opinión del Tribunal, el criterio del aislamiento espacial, que puede parecer claro en la teoría, en la práctica es demasiado vago y difícil de determinar por anticipado por la persona en cuestión: en este caso, el solo hecho de calificar a la demandante de personalidad «absoluta» de la historia contemporánea no basta para justificar tal intrusión en la vida privada de ésta (…)”

“(…) el Tribunal considera que los tribunales alemanes no mantuvieron un equilibrio justo entre los intereses en cuestión.

Hubo por tanto violación del artículo 8 del Convenio (RCL 1999, 1190 y 1572) (…)”
